	Fecha
	31 de julio de 1980
	Sesión número
	43

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JESÚS SOTO BONILLA, VICENTE SOTO BONILLA, WILLIAM GUTIÉRREZ ARAGÓN, JOSÉ RAMÓN CAMPRUBI, JORGE ALFONSO MEZA CASTRO, JESÚS NÚÑEZ NÚÑEZ, RICARDO BARQUERO SANCHO, ENRIQUE SOLÍS MONGE, ANDRÉS GUZMÁN CASTRO, CARLOS EDUARDO BRENES SALAS, JORGE CUBERO ARCE Y DOUGLAS ROMÁN GONZAGA UGARTE

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE SALUD

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que tienen más de 20 años de ejercer como “dentistas prácticos”; que el Ministerio de Salud dictó el Decreto N° 10186 SPPS del 30 de junio del mismo año, en virtud del cual el Colegio de Cirujanos Dentistas les impide el ejercicio de su ocupación habitual. Que el Decreto establece requisitos que son prácticamente inalcanzables para la mayoría de los “dentistas prácticos”.  Alegan violación de los artículos 33 y 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el Ministro de Salud que a partir de la fundación de la Escuela de Odontología en la UCR, quien quisiera ejercer la profesión de odontólogo, debía de matricularse en la misma y aprobar los cursos respectivos.  Que al fundarse esa Institución, existían personas que ejercían esas labores en forma empírica, y que eran conocidos como “Prácticos Dentistas”.  Esas personas son las que tendrían derecho a acogerse a lo dispuesto por el Decreto N° 10186- SPPS de 30 de junio de 1979.  Que si los recurrentes no pueden hacer uso del Decreto que ahora impugnan, es por no reunir los requisitos de edad mínima o tiempo de practicar la odontología, lo que evidencia que  iniciaron su práctica con posterioridad a la creación de la Facultad de Odontología, por lo que desde el inicio lo que hicieron fue violar la Ley de forma reiterada. Informa el Presidente de la República que el ejercicio de actividades de naturaleza profesional sólo debe ser realizado por personas autorizadas al efecto, por reunir los requisitos idóneos, más cuando tal actividad profesional se relaciona con la salud pública cuya tutela corresponde al Estado.  

	Parte dispositiva
	Se declaran sin lugar ambos recursos. El Decreto N° 10186- SPPS por cuyo medio se dictó el “Reglamento de autorización para la adquisición de algunos materiales dentales de uso restrictivo”, en su artículo 1° exceptúa de la prohibición a las personas que reúnan determinados requisitos, entre ellos el de ser mayores de 55 años y el de haber ejercido la práctica dental por un período mínimo de 35 años.  El artículo 1° citado no vulnera en modo alguno los derechos establecidos en los artículos 33 y 56 de la Constitución Política, pues no pueden los prácticos dentales alegar igualdad de condiciones respecto de los Odontólogos graduados, ni pretender el mismo derecho al trabajo que esos profesionales. 


N° 43
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día treinta y uno de julio de mil novecientos ochenta, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Arroyo, Odio, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Zavaleta, Porter y Saborío.
Artículo III

Los señores Jesús Soto Bonilla, Vicente Soto Bonilla, William Gutiérrez Aragón, José Ramón Camprubi, Jorge Alfonso Meza Castro, Jesús Núñez Núñez, Ricardo Barquero Sancho, Enrique Solís Monge, Andrés Guzmán Castro, Carlos Eduardo Brenes Salas y Jorge Cubero Arce plantearon un recurso de Amparo contra el señor Ministro de Salud con base en las siguientes razones: Que tienen más de veinte años de ejercer como “dentistas prácticos” en diferentes localidades del país; que el Ministerio de Salud dictó dos Decretos, el N° 10057 GSPPS del 28 de mayo de 1979 y el N° 10186 SPPS del 30 de junio del mismo año; que en virtud del último Decreto citado el Colegio de Cirujanos Dentistas les impide el ejercicio de su ocupación habitual, pues cierra los locales donde lo hacen, les decomisa sus equipos de trabajo y entabla acciones penales en contra de ellos.  Consideran que se les pone en desigualdad ante la ley y se les priva del derecho al trabajo, pues el Decreto establece requisitos que son prácticamente inalcanzables para la mayoría de los “dentistas prácticos”.  Consideran que se han violado en su perjuicio los artículos 33 y 56 de la Constitución Política, por lo que formulan el recurso en contra del señor Ministro y solicitan que se ordene le inmediata suspensión de la aplicación del Decreto N° 10186 mencionado.

El señor Ministro de Salud, doctor Carmelo Calvosa Chacón, contestó así:  La Facultad de Odontología fue creada en la Universidad de Costa Rica en el año 1941, graduando al primer Cirujano Dentista en el año 1946.  


A partir de la fundación de esa Escuela Profesional, quien quisiera ejercer la profesión de odontólogo, debía de matricularse en la misma y aprobar los cursos respectivos.  La realidad es que al fundarse esa Institución, existían personas  que ejercían esas labores en forma empírica, y que eran conocidos como “Prácticos Dentistas”.  Esas personas son las que tendrían derecho a acogerse a lo dispuesto por el Decreto N° 10186- SPPS de 30 de junio de 1979.  No es necesario hacer referencia al Decreto N° 10057 de 28 de mayo de 1979, por encontrarse derogado por el artículo 5 del Decreto citado en primer término.


Resulta evidente que si los recurrentes no pueden hacer uso del Decreto que ahora impugnan, es por no reunir los requisitos de edad mínima o tiempo de practicar la odontología, lo que evidencia que  iniciaron su práctica con posterioridad a la creación de la Facultad de Odontología, por lo que desde el inicio lo que hicieron fue violar la Ley de forma reiterada.

Es inaceptable que quienes han actuado al margen de la ley, soliciten ahora el amparo de las autoridades judiciales para continuar con una práctica ilegal.


El Decreto N° 10186 dicho no lesiona derechos constitucionales, toda vez que no establece prohibiciones, sino que por el contrario permite, aunque lógicamente con forma restringida, el acceso a ciertas personas al ejercicio de una labor que de por sí habían iniciado, al amparo de normas distintas.


No se ha hecho por lo tanto, una discriminación contraria a la dignidad humana, sino que se ha permitido a quienes reúnen ciertos requisitos, laborar en una actividad que de por sí estaba discriminada.


Tampoco se ha impedido a nadie el derecho al trabajo, sino que también se ha ampliado una actividad laboral.-


La acción que haya podido iniciar el Colegio de Cirujanos Dentistas contra los recurrentes, que no me consta, no ha sido en cumplimiento del Decreto que impugnan, sino de la ley.-  

Por lo anterior solicito declarar sin lugar el presente recurso. Pido a ustedes que como prueba se solicite a la facultad de Odontología de la Universidad de Costa Rica, que certifique la fecha en que se creó esa Escuela y la fecha en que se graduó el primer estudiante. 
Posteriormente, en sesión del diecisiete de enero de este año, artículo V, la Corte Plena, dispuso no acceder a la suspensión del acto, recibir una prueba propuesta por el señor Ministro, y tener por dirigido el recurso también contra el señor Presidente de la República, de conformidad con el artículo 4° de la Ley de Amparo, pues el Decreto Ejecutivo fue dictado conjuntamente por el señor Presidente y el señor Ministro de Salud.

El señor Presidente de la República, licenciado Rodrigo Carazo Odio, se refirió al recurso en los siguientes términos:

“1.- El Decreto Ejecutivo N° 10186 de 30 de junio de 1979, que los recurrentes impugnan como violatorio de los artículos 33 y 56 de la Constitución Política, apareció publicado en la Gaceta del 10 de julio de ese mismo año.  Desde esta fecha hasta la presentación del recurso que nos ocupa, transcurrió sobradamente el término que la Ley de Amparo prevé como causal para tener por improcedente dicho recurso. Así lo establece claramente el inciso e) del artículo 3 de la mencionada Ley de Amparo.

2.- En atención a la naturaleza jurídica del acto que impugnan los recurrentes, resultado del ejercicio de la potestad reglamentaria que los incisos 3) y 18) del artículo 140 de la Constitución Política reservan al Poder Ejecutivo, y que reviste la índole de una disposición de carácter general, es preciso advertir que nuestro ordenamiento jurídico prevé, para su impugnación, la vía contencioso administrativa de conformidad con las prescripciones de los artículos 10 y 20 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  En consecuencia, no es el recurso de Amparo el procedimiento a seguir para impugnar dicho decreto.
3.- En cuanto al fondo del asunto, resulta evidente que el Decreto Ejecutivo en cuestión, no sólo responde al ejercicio de una competencia constitucional del Poder Ejecutivo, sino conduce a una necesaria regulación de actividades que por su propia naturaleza demandan reglamentación.
No cabe duda que el ejercicio de actividades de naturaleza profesional sólo debe ser ejercido por aquellas personas autorizadas al efecto, por reunir los requisitos idóneos.  Mayor razón cuanto tal actividad profesional se relaciona con la salud pública cuya tutela corresponde al Estado.  Es entonces cuando la regulación de tal actividad se impone en resguardo del interés público.  En modo alguno puede una equivocada inteligencia de las garantías constitucionales de igualdad ante la ley o de libertad de trabajo enervar tal regulación.

4.- El criterio de la honorable Corte Plena, externado en sesión Extraordinaria N°49 de 25 de agosto de 1955 (cfr. Boletín Judicial de octubre de 1955) es muy ilustrativo en esta materia:  

“El principio general que garantiza la libertad de trabajo no puede ser irrestricto sino regulado, particularmente cuando como en el caso de los profesionales va de por medio un interés público indiscutible….La Reglamentación del ejercicio de una profesión no constituye acción monopolizadora de la misma, desde luego que como se ha comentado ya, cualquier persona, libremente, puede llegar a ese ejercicio siempre que llene los requisitos previamente establecidos, todo lo cual le quita a la cuestión, el aspecto de aprovechamiento exclusivo, o de privilegio, en beneficio de una persona o entidad o de un limitado número de personas, que provoque una ventaja odiosa.”

Las consideraciones precedentes, prestan fundamento suficiente a mi petición, que de manera muy respetuosa reitero, para que esa Honorable Corte rechace por infundado e improcedente el presente recurso.


También planteó un recurso de Amparo el señor Douglas Román Gonzaga Ugarte, dirigido contra el señor Presidente de la República y el Ministro de Salud, y en resumen alegó lo siguiente: Que tiene aproximadamente quince años de ser “dentista práctico” en la ciudad de Limón; que ha desempeñado su oficio con eficiencia y honestidad; que lo persiguen delegados del Colegio de Cirujanos Dentistas, quienes, con fundamento en el Decreto N° 10186 ya citado, pretenden cerrar su establecimiento, porque no satisface los requisitos de edad y antigüedad  a que se refiere el Decreto; y que la “Práctica Dental” es el único medio de subsistencia suyo y de su familia.  Por todo ello, alega que se violan en su perjuicio los artículos 28, 33, 34, 56 y58 de la Constitución Política.


El recurso fue contestado por el señor Presidente de la República y el señor Ministro de Salud en la siguiente forma:


Los Decretos que el recurrente impugna como violatorios de disposiciones constitucionales, fueron emitidos en ejercicio de la potestad reglamentaria que reserva al Poder Ejecutivo la Constitución Política, en el inciso 3) del artículo 140 y además con fundamento en la Ley General de Salud.


El recurrente no afirma ni demuestra que el Poder Ejecutivo, fuera de la emisión de dichos Decretos, haya realizado actuaciones contrarias a sus derechos constitucionales, de donde se sigue que con su recurso de Amparo, el señor Gonzaga Ugarte se limita a impugnar los Decretos en cuestión.


Las disposiciones de carácter general, como lo son los Decretos que el recurrente impugna, de conformidad con nuestro ordenamiento jurídico podrán ser impugnados en la vía contencioso administrativa, en las condiciones que prevén los artículos 10 y 20 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y no por el expediente del Recurso de Amparo.  De lo anterior se infiere que el recurso que nos ocupa debió ser rechazado de plano.  También es improcedente el recurso, conforme los términos del artículo 3 inciso e) de la ley de Amparo, por haber transcurrido más de ocho días naturales entre la emisión de los Decretos Ejecutivos en cuestión y la fecha de la interposición de este Recurso por parte del recurrente.
EN CUANTO AL FONDO.

Conforme lo ha sostenido la Corte Plena, “El principio general que garantiza la libertad de trabajo no puede ser irrestricto sino regulado, particularmente cuando como en el caso de los profesionales va de por medio un interés público indiscutible” (Sesión Extraordinaria N°49 de 25 de agosto de 1955 (cfr. Boletín Judicial de octubre de 1955).


Precisamente los Decretos que impugna el recurrente responden a una necesaria regulación de la actividad de los Cirujanos Dentistas, en resguardo del interés público.  Las situaciones que se produjeron al margen del ordenamiento jurídico y que como afirma el recurrente, fueron toleradas por el Colegio Profesional respectivo, no dan sustento a derecho alguno, antes bien, constituyen anomalías que deben ser corregidas, en aras del interés público en juego.  De ahí que resulte totalmente impropio calificar las regulaciones relativas al ejercicio profesional de los odontólogos, como contrarias a la libertad de trabajo o a otras garantías individuales o sociales que consagra la Constitución.  Es evidente, y así lo han reconocido nuestros más altos Tribunales de Justicia, que se trata de regulaciones indispensables en presencia del interés público que afecta el ejercicio de toda actividad profesional.  En la sentencia que arriba citamos la Corte Plena sostuvo:
“La Reglamentación del ejercicio de una profesión no constituye acción monopolizadora de la misma, desde luego que como se ha comentado ya, cualquier persona, libremente, puede llegar a ese ejercicio siempre que llene los requisitos previamente establecidos, todo lo cual le quita a la cuestión, el aspecto de aprovechamiento exclusivo, o de privilegio, en beneficio de una persona o entidad o de un limitado número de personas, que provoque una ventaja odiosa.”


Con fundamento en las consideraciones, citas de Derecho y jurisprudencia invocadas, de manera muy respetuosa pedimos a esa honorable Corte rechazar por improcedente e infundado el presente recurso de Amparo.

Además, el señor Ministro de Salud, doctor Carmelo Calvosa Chacón reiteró – en términos generales – las mismas razones que expuso al contestar el recurso interpuesto por el señor Soto Bonilla.


La Corte Interina, por auto de las ocho horas y diez minutos del veinte de febrero de este año, ordenó acumular el recurso del señor Gonzaga Ugarte al que planteó el señor Soto Bonilla y compañeros, a fin de resolverlos conjuntamente.


Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar ambos recursos, de acuerdo con las siguientes razones:

I.- Deben tenerse por bien probados los siguientes hechos: 1°) Que por Decreto Ejecutivo N° 11 de 9 de agosto de 1962 se exceptuó de la prohibición de tenencia de “soluciones anestésicas” a las personas que, al crearse la Facultad de Odontología, fueron matriculadas en esa Facultad en el año 1942, para curso de capacitación. 2°) Que en el Decreto Ejecutivo N° 10057-SPPS de 28 de mayo de 1979, se hace referencia al artículo 3° del Decreto N° 11 de 9 de agosto de 1962, y se enumera a las personas que pueden seguir disfrutando de los beneficios de dicho Decreto N° 11. 3°) Que por Decreto N° 10186-SPPS de 30 de junio de 1979 se reglamenta la autorización para adquirir “algunos materiales dentales de uso restrictivo” y se fijan los requisitos que deben llenar las personas físicas, a fin de que puedan adquirir esos materiales; además en ese mismo Decreto se deroga el N° 10057; y 4°) que la Facultad de Odontología empezó a funcionar a raíz del Acuerdo Ejecutivo publicado en La Gaceta de 24 de diciembre de 1941, y graduó su primer profesional con fecha primero de junio de 1946.-
II.-  El Decreto N° 10186- SPPS por cuyo medio se dictó el “Reglamento de autorización para la adquisición de algunos materiales dentales de uso restrictivo”, en su artículo 1° exceptúa de la prohibición a las personas que reúnan determinados requisitos, entre ellos el de ser mayores de cincuenta y cinco años y el de haber ejercido la práctica dental por un período mínimo de treinta y cinco años.  Esos requisitos son los que impugnan los recurrentes, en su carácter de técnicos dentales.- A primera vista podrían considerarse exageradas esas exigencias del Decreto y por lo mismo, inaceptables.-  Pero, si se advierte que la Ley Orgánica del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica, N° 5784 de 19 de agosto de 1975, no contiene salvedad alguna que autorice el ejercicio de la profesión a los prácticos dentales, entonces no es posible afirmar que esas personas tengan autorización para hacerlo; y si el Reglamento dicho señala requisitos para que las personas físicas puedan adquirir materiales dentales de uso restrictivo, ello no es sino para reiterar o establecer la prohibición del ejercicio de la profesión de odontólogo por aquellas personas que se hayan dedicado a la práctica dental con posterioridad a la fecha en que la Facultad de Odontología estuvo en capacidad de graduar profesionales en esa ciencia, o sea partir del primero de junio de 1946.- Si se hace el correspondiente cálculo entre el mes de junio de 1946 en que se graduó el primer profesional en odontología y junio de 1979, en que fue emitido el Reglamento, se llega a la conclusión de que los requisitos se exigen precisamente con el fin de evitar la práctica dental en aquellas personas que no poseen el respectivo título universitario.
III.- Las Leyes Orgánicas de los diferentes Colegios Profesionales establecen prohibiciones absolutas para el ejercicio de la profesión a personas que no tengan el respectivo título, o no hacer salvedad para que puedan ejercerlas los que no reúnen esa condición.  Es comprensible que todo ello obedece a una lógica defensa del ejercicio profesional.-  Pero, si bien es cierto que los Colegios se han establecido y organizado para la protección de sus miembros, hay otro hecho de especial importancia en estos casos, y es el interés público que está de por medio en el ejercicio general de las profesiones, interés que sirve de causa legítima a la intervención proteccionista del Estado, ante la necesidad de que esas actividades se realicen por personas altamente capacitadas, es decir, con la aptitud que deriva de los estudios universitarios y del título profesional obtenido en la forma que dispongan las leyes o reglamentos, máxime tratándose de una profesión relacionada con la salud.-  Las normas jurídicas a que se ha hecho referencia se inspiran en esos principios; y es obvio que el artículo 1° del Decreto N° 10186-SPPS de 30 de junio de 1979 no vulnera en modo alguno los derechos establecidos en los artículos 33 y 56 de la Constitución Política, que garantizan a la persona la igualdad ante la ley y el derecho al trabajo, pues no pueden los prácticos dentales alegar igualdad de condiciones respecto de los Odontólogos graduados, ni pretender el mismo derecho al trabajo que esos profesionales.  Tampoco existe infracción de los artículos 28, 34 y 68 de la misma Constitución, que también cita el recurrente señor Gonzaga Ugarte, pues no se trata de una acto arbitrario del Poder Ejecutivo sino de medidas que se justifican ampliamente, por todas las razones expuestas, sin que puedan alegarse derechos adquiridos pues la mera situación de hecho, por más que se mantuviese durante varios años, no alcanza a crear derecho de esa índole a favor del señor Gonzaga Ugarte.

De manera que, en el caso concreto de los recurrentes, al no permitírseles adquirir materiales dentales de uso restrictivo, no se han quebrantado los citados artículos 28, 33, 34, 56 y 68 de la Constitución Política, y por todo ello deben declararse sin lugar los recursos interpuestos.


Así se resolvió con el voto de todos los Magistrados presentes, a saber: Coto, Arroyo, Odio, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Zavaleta, Porter y Saborío. 
